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Regulaciones nacionales de medios en una era de medios convergentes: más allá de la 

globalización, el neoliberalismo y las teorías de la libertad en internet1 

Por Terry Flew 

 

Evaluación de las fuerzas del cambio: globalización, neoliberalismo y libertad en Internet 

Existe una opinión generalizada de que el Estado-nación ha perdido protagonismo en las políticas 

de medios y comunicación durante las últimas dos décadas. Como observaron Jan van Cuilenberg y 

Denis McQuail (2003, p. 181) en su resumen de las tendencias en la formulación de políticas de 

comunicación, «las antiguas políticas normativas de medios han sido cuestionadas y los 

responsables políticos buscan un nuevo paradigma en este ámbito». Se destacan cinco factores que 

explican por qué el Estado-nación ha perdido protagonismo en los medios en el siglo XXI: 

1. La globalización económica ha experimentado un declive general del poder y las capacidades de 

los Estados-nación, ya que el poder se ha trasladado tanto al nivel global como, en menor medida, 

al local.  

2. Las ideologías políticas del neoliberalismo se han utilizado deliberadamente para debilitar el 

poder de los Estados-nación frente a las corporaciones mediáticas globales; 

3. La naturaleza globalmente interconectada de Internet hace menos viable la regulación mediante 

leyes y políticas nacionales; 

4. Los medios de comunicación globalmente interconectados han ampliado la oferta del 

consumidor, y las suposiciones sobre la escasez de medios que antes legitimaban las políticas 

mediáticas ya no son válidas; 

5. El foco de influencia regulatoria se ha desplazado de las agencias de los Estados-nación hacia 

actores no estatales, que van desde las propias corporaciones de medios digitales hasta 

organizaciones no gubernamentales y diversos grupos de presión. 

En este capítulo, como en otras partes de este libro, estas afirmaciones serán objeto de un análisis 

crítico. Se propondrá que, si bien existen transformaciones sustanciales significativas en el entorno 

regulatorio que rodea a los medios y las comunicaciones en el siglo XXI, en comparación con el siglo 

XX, puede ser engañoso interpretarlas en términos de narrativas en decadencia desde un entorno 

institucional donde el capitalismo regulatorio antaño era fuerte (Braithwaite, 2005), o de una 

transición de la regulación y el control a la libertad y la autonomía, tal como la idealizan los 

libertarios. Más bien, existen cambios complejos en el entorno institucional general que generan la 

necesidad de nuevas herramientas, marcos y modelos para comprender la regulación de los medios 

y la relación entre las fuerzas nacionales e internacionales. Sin embargo, estos cambios no apuntan 

 
1 Este texto es una traducción del capítulo 5 del libro: Flew, T., Iosifidis, P., & Steemers, J. (Eds.). (2016). Global 
media and national policies: The return of the state. Palgrave Macmillan. 
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a un declive de la capacidad de los Estados-nación para moldear los mercados o los flujos 

mediáticos. 

Un factor que ha llevado a suponer que los Estados-nación tienen menos influencia sobre las 

políticas de medios en la actualidad es la opinión de que la globalización, en general, ha debilitado 

su poder. En sus Reith Lectures de 2003, Anthony Giddens argumentó que «las naciones pierden 

parte del poder económico que antaño tenían» a raíz de la globalización y que, junto con otras 

instituciones sociales de la era modernista, se convierten en «instituciones fantasma» que se han 

vuelto inadecuadas para las tareas que deben desempeñar» (Giddens, 2003, pp. 42, 44). 

El teórico político Bob Jessop se refirió a una «desnacionalización del Estado» y a un «vaciamiento» 

del aparato estatal nacional, con la reorganización territorial y funcional de las antiguas y nuevas 

capacidades estatales (Jessop, 2000, p. 75). Desde las diferentes perspectivas de la teoría de la 

globalización y la economía política crítica, las observaciones de Giddens y Jessop apuntan a un 

Estado en decadencia o incluso en desaparición, vaciado desde arriba por las instituciones 

regionales y globales y la fluidez del capital global y desde abajo por la devolución del poder y la 

responsabilidad a niveles más locales de gobierno y por el desafío de los movimientos subnacionales 

y neonacionalistas. 

Una versión aún más cruda de la tesis del «Estado en desaparición» fue presentada por Michael 

Hardt y Antonio Negri en su influyente libro «Imperio», donde argumentaron que la fase actual del 

capitalismo global —o lo que ellos llaman Imperio— es una en la que «las grandes corporaciones 

transnacionales han superado efectivamente la jurisdicción y la autoridad de los Estados-nación», 

hasta el punto de que «el gobierno y la política se han integrado completamente en el sistema de 

mando transnacional» (Hardt y Negri, 2000, pp. 306, 307). Estos argumentos se hacen eco de una 

tesis anterior desarrollada por el sociólogo Daniel Bell, quien predijo que Estados Unidos y otras 

economías industriales avanzadas enfrentarían una crisis de gobernabilidad. Para Bell, esto sería 

sintomático del auge tanto de lo global como de lo local, manifestándose en una crisis de lo nacional 

y, con ello, del Estado-nación moderno: 

El Estado-nación se está volviendo demasiado pequeño para los grandes problemas de la 

vida, y demasiado grande para los pequeños problemas de la vida. Es demasiado pequeño 

para los grandes problemas de la vida porque no existen mecanismos internacionales 

eficaces para abordar los problemas de los flujos de capital, los desequilibrios de las 

materias primas, la pérdida de empleos y las diversas olas demográficas que se 

desarrollarán en los próximos 20 años. Es demasiado grande para los pequeños problemas 

de la vida porque el flujo de poder hacia un centro político nacional significa que este se 

vuelve cada vez más insensible a la variedad y diversidad de las necesidades locales, y los 

centros locales pierden la capacidad de controlar eficazmente los recursos y tomar sus 

propias decisiones. (Bell, 1987, p. 14 – cursiva del autor) 

Una perspectiva alternativa que ha enfatizado el declive de la política de medios proviene de los 

teóricos del neoliberalismo. En estos análisis, el neoliberalismo se presenta como una ideología 

política que ha cobrado influencia mundial desde finales de la década de 1970, siendo el gobierno 

de Thatcher en el Reino Unido y la administración de Reagan en los Estados Unidos canales clave 
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para las ideas neoliberales (Stedman Jones, 2012; Mirowski, 2013). Economistas políticos marxistas 

como David Harvey (2005, p. 2) han identificado el neoliberalismo como un proyecto para reafirmar 

el poder de la clase dominante mediante la difusión de ideas según las cuales «el bienestar humano 

se puede mejorar mediante la liberación de las libertades y habilidades empresariales individuales, 

dentro de un marco institucional caracterizado por sólidos derechos de propiedad privada, libre 

mercado y libre comercio», y donde «el papel del Estado es crear y preservar un marco institucional 

apropiado para dichas prácticas». En el contexto de las políticas de medios, David Hesmondhalgh 

ha identificado el neoliberalismo como una ideología de política pública en ascenso que «contribuyó 

a deslegitimar la propiedad pública y ciertas formas de regulación» (2013, p. 131). Des Freedman 

ha argumentado que en Estados Unidos y el Reino Unido, el neoliberalismo impulsó «un papel 

mucho más restringido y orientado al consumidor para los medios de comunicación», y un mayor 

enfoque en «los beneficios, en gran medida económicos, que pueden derivarse de la explotación de 

las industrias mediáticas» (Freedman, 2008, p. 219). Estos autores asocian el auge del 

neoliberalismo con el declive de los enfoques más pluralistas y centrados en el interés público en 

las políticas de medios, que priorizan de forma más explícita los factores sociales y los discursos de 

ciudadanía y que se consideraban predominantes en la década de 1970. 

Un tercer conjunto de argumentos sobre el declive de las políticas nacionales de medios se relaciona 

con el auge de los medios digitales en red en general y de internet y las redes sociales en particular. 

Jan van Dijk ha señalado que «la legislación vigente depende de personas jurídicas y títulos de 

propiedad claramente demostrables, localizables y responsables [...] [y] la información y las pruebas 

deben constar, o deben poder constar, en un soporte de datos que aún no se ha comparado con el 

papel impreso» (van Dijk, 2012, p. 138). Por el contrario, la información digital a la que se accede a 

través de las redes de comunicación se caracteriza por ser intangible, geográficamente dispersa, 

recombinante y cambiante tanto en su forma como en su contenido. 

Los vínculos con un sujeto legal pueden ser oscurecidos y los datos pueden ser destruidos, 

ocultados, borrados o alterados por usuarios u operadores de sistemas informáticos. Además, la 

infraestructura de Internet es global y, como ha señalado Des Freedman, «se basa en facilitar la 

abundancia, la interoperabilidad y la falta de respeto por las fronteras nacionales, lo que ha 

problematizado y socavado las estructuras tradicionales de regulación» (Freedman, 2012, p. 97). 

Desde esta perspectiva, la crisis de la regulación de los medios tiene tanto una dimensión del cómo 

como del porqué. En cuanto al cómo se regulan los medios, las leyes en esta materia se han basado 

históricamente en ciertas suposiciones, tales como: que la naturaleza de una industria (la televisión 

abierta, la prensa escrita, etc.) es fácilmente definible; que existe una clara distinción entre 

productores y consumidores de medios; que hay una separación nítida entre la plataforma de 

transmisión y el contenido mediático; y que los distribuidores de contenidos tienen una presencia 

nacional definida y, por lo tanto, están sujetos a una jurisdicción territorial. Todos estos elementos 

están siendo cuestionados en el contexto de la convergencia global de los medios. 

En cuanto al porqué se regulan los medios, durante mucho tiempo ha existido una premisa 

subyacente de escasez de contenidos, lo que implicaba que el interés público se veía mejor servido 

si los consumidores accedían a ciertos tipos de contenido mediante la regulación estatal o la 
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provisión pública (por ejemplo, programación para minorías, contenidos locales), o que era 

necesario establecer restricciones sobre determinados contenidos para evitar la exposición 

involuntaria a material inapropiado (por ejemplo, restricciones por edad para acceder a contenidos 

“para adultos”). En una era de abundancia casi infinita de contenidos para quienes cuentan con 

acceso a Internet de banda ancha —que, según estimaciones de Cisco, alcanzaba a casi la mitad de 

la población mundial en 2012 (Flew, 2014a)—, se han puesto en tela de juicio las ideas de que los 

gobiernos deben asumir cierta responsabilidad en brindar orientación moral o protección a los 

usuarios de medios, o de que deban intervenir en mercados mediáticos de competencia global. 

La perspectiva de economistas de los medios como Bruce Owen (2004), por ejemplo, sostiene que 

la mayor variedad de opciones de contenido disponibles para los consumidores a través de Internet 

implica que la evidencia de la demanda del mercado refleja mejor las preferencias psicológicas de 

los consumidores. Como resultado, Owen argumenta que gran parte de lo que se identifica como 

concentración en el mercado de los medios simplemente refleja la popularidad de determinadas 

plataformas, servicios o contenidos, lo que significa que “en este mundo de abundancia potencial, 

bien podría haber una gran cantidad de ‘concentración’ atribuible a la demanda de los 

consumidores... las personas que son buenas para anticipar (o crear) íconos culturales populares 

intentarían mantenerlos como tales, y serían generosamente recompensadas por su éxito” (Owen, 

2004, p. 8). 

Finalmente, se plantea la cuestión de si el foco de la regulación se ha desplazado fundamentalmente 

de las agencias estatales a actores no estatales. Como analizaremos más adelante, el entorno 

convergente de los medios digitales ha actuado como catalizador de formas de autorregulación de 

la industria, casi a pesar de las exigencias gubernamentales. En plataformas en línea como YouTube 

de Google o Facebook, el gran volumen de contenido que se sube imposibilita que las agencias 

gubernamentales gestionen el proceso de clasificación del contenido: se estima, por ejemplo, que 

cada minuto se suben 72 horas de contenido de vídeo a YouTube. En este contexto, los propios 

proveedores de plataformas y servicios han adoptado medidas para identificar y gestionar el 

contenido potencialmente problemático, como el marcaje de usuarios (Crawford y Lumby, 2011). 

Algunos, como Jonathan Holmes, expresentador del programa de televisión australiano Media 

Watch, han señalado que las redes sociales no solo han brindado nuevas oportunidades a las 

empresas de medios, sino que también han empoderado a sus críticos, cuyo uso de diversas tácticas 

de acción directa y defensa en línea puede tener un efecto considerablemente más fuerte e 

inmediato que las respuestas de los reguladores. Holmes ha argumentado que «lo que las grandes 

empresas de medios se están dando cuenta gradualmente es que el crecimiento fenomenal de las 

redes sociales ha proporcionado un arma poderosa a quienes tienen quejas legítimas, pero que 

antes no tenían forma de defenderse» (Holmes, 2013, p. 18). Si bien reconoce que las redes sociales 

son un arma contundente y que con frecuencia apuntan al objetivo equivocado, Holmes también 

concluye que: 

Han permitido una comunicación bidireccional entre productores de medios y 

consumidores, lo que significa que las grandes empresas de medios ya no pueden eludir las 

quejas sabiendo que pasarán meses o años antes de que un regulador ineficaz se pronuncie 

sobre sus irregularidades (Holmes, 2013, p. 19). 
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Cuestionando la tesis del «Estado en desaparición»: la relevancia de los sistemas mediáticos 

nacionales 

Los argumentos que sostienen que la globalización, en sus dimensiones económica, política y 

sociocultural, ha socavado la centralidad histórica del Estado-nación y le ha hecho perder capacidad 

reguladora han sido cuestionados por geógrafos, historiadores y economistas. Amin (2002) se ha 

referido a esto como la falacia del «desplazamiento escalar», que presupone que el poder reside en 

un nivel geográfico específico en diferentes etapas del desarrollo socioeconómico; es decir, el poder 

tenía una base local en la era premoderna, la modernidad se asociaba con el Estado-nación, y la 

globalización y/o la posmodernidad implican un desplazamiento del poder al nivel supranacional. 

No es difícil establecer históricamente la falacia de tales argumentos: diversos imperios precedieron 

claramente a la Revolución Industrial y al auge del Estado-nación europeo moderno y las economías 

nacionales se desarrollaron tanto mediante el movimiento internacional de bienes, personas, 

capital, tecnologías y comunicaciones como mediante sus propias relaciones entre el capital y el 

trabajo a nivel nacional (Sparks, 2007; Hirst et al., 2009). 

En el contexto contemporáneo, lo que podemos observar son relaciones interescalares múltiples y 

proliferantes y lo que Amin denomina «múltiples espacialidades de organización y acción» (Amin, 

2002, p. 397). Sin embargo, el Estado-nación, delimitado territorialmente, con sus propias 

instituciones jurídicas, políticas y de otro tipo, sigue siendo fundamental para cohesionar estas 

múltiples relaciones socioespaciales. También se ha argumentado que gran parte de los datos 

económicos utilizados como evidencia de la globalización, como el crecimiento de las ventas al 

exterior o la inversión extranjera, pueden considerarse evidencia de la regionalización, o la 

expansión de actividades dentro de zonas geo-regionales definidas, como la Unión Europea, Asia 

Oriental y la región del Tratado de Libre Comercio de América del Norte (Canadá/EE. UU./México) 

(Rugman, 2000). 

Una laguna persistente en la literatura sobre globalización reside en su tratamiento de las 

instituciones. Basándonos en la definición de instituciones del economista Douglass North como 

«las reglas del juego en una sociedad o... las restricciones ideadas por el ser humano que configuran 

la interacción humana» (North, 1990, p. 3), podemos observar que existe una considerable 

continuidad a lo largo del tiempo en las instituciones que estructuran y guían el comportamiento 

humano y que el nivel nacional sigue siendo fundamental para la formación y evolución de lo que 

se conoce como instituciones cognitivas reguladoras, normativas y culturales (Scott, 2014). Si nos 

centramos simplemente en las instituciones formales o reguladoras, o en las «normas, leyes, 

sanciones, marcos de gobernanza formal y procedimientos operativos que las personas cumplen 

por razones esencialmente pragmáticas» (Scott, 2014, p. 76), las instituciones políticas nacionales 

conservan la responsabilidad principal de gestionar el cumplimiento de dichos acuerdos 

institucionales y las instituciones políticas nacionales conservan el papel decisivo en la reforma o 

modificación de dichos acuerdos. 

Esto sigue siendo así incluso si, como han argumentado los teóricos de la globalización, dicho poder 

se «comparte e intercambia» cada vez más con convenciones jurídicas y estructuras institucionales 
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supranacionales, a medida que los ciudadanos de los Estados-nación se ven envueltos en 

«comunidades de destino superpuestas» (Held et al., 1999, p. 81). 

Por lo tanto, se puede argumentar que el concepto de sistemas mediáticos nacionales conserva su 

relevancia analítica, aun cuando reconocemos la importancia de las fuerzas transnacionales dentro 

de las instituciones, políticas y culturas mediáticas nacionales (Flew y Waisbord, 2015). De particular 

importancia aquí es la continua influencia de las instituciones, dependientes de la trayectoria, en la 

formación de las culturas mediáticas nacionales, a medida que coevolucionan con las políticas 

mediáticas nacionales. Al considerar si las corporaciones globales continúan conservando 

elementos significativos de su base nacional o si se convierten cada vez más en entidades "sin 

Estado", Meric Gertler (2003, p. 112) ha argumentado que «las instituciones persistentes, 

dependientes de la trayectoria, del Estado-nación conservan una influencia mucho mayor sobre las 

decisiones y prácticas de los actores corporativos de lo que la opinión general actual permitiría». En 

el contexto de las industrias mediáticas, Nitin Govil ha argumentado que «lo nacional sigue siendo 

un modo poderoso para interactuar con las prácticas espaciales y temporales que organizan las 

industrias mediáticas contemporáneas en diversas economías de escala... [y] han creado un 

poderoso incentivo para que las industrias mediáticas continúen ‘pensando nacionalmente’, incluso 

en un campo de producción cultural globalmente disperso» (Govil, 2009, p. 140). 

Si bien existen sólidas razones para dudar de la afirmación de que la globalización está debilitando 

al Estado-nación, existe un argumento diferente: la ideología política del neoliberalismo promueve 

la convergencia de políticas en los sistemas mediáticos nacionales, en la dirección general de la 

desregulación y privatización de las industrias y mercados mediáticos y las élites nacionales han 

actuado en sintonía con los intereses de las corporaciones mediáticas globales al promover la 

agenda política neoliberal desreguladora. Economistas políticos críticos como Herman y McChesney 

(1997), Schiller (2000), Miller et al. (2005) y McChesney (2010) han argumentado que el auge de un 

sistema mediático global, la globalización capitalista y las políticas neoliberales han sido influencias 

que se refuerzan mutuamente. Se ha afirmado que, desde la década de 1980, se ha producido una 

drástica reestructuración de los mercados mediáticos nacionales, junto con el surgimiento de un 

mercado mediático comercial genuinamente global (Herman y McChesney, 1997, p. 1). Las 

corporaciones mediáticas globales han sido tanto promotoras como principales beneficiarias de la 

difusión global de los ideales políticos neoliberales, cuyas raíces políticas se remontan a la 

administración Reagan en EE. UU. y al gobierno de Thatcher en el Reino Unido, ya que «el sistema 

mediático global es el resultado directo de las políticas y acuerdos desregulatorios «neoliberales» 

que han contribuido a la formación de mercados globales de bienes y servicios» (McChesney, 2010, 

p. 190). En términos más generales, se argumenta que: 

Tanto el sistema mediático comercial global como el crecimiento y el surgimiento de esta 

economía «global» en general se basan en la desregulación neoliberal proempresarial a 

nivel mundial. Las redes de comercialización que ofrece el sistema mediático global son 

esenciales para la creación de mercados globales y regionales para los bienes y servicios de 

las empresas transnacionales. Por lo tanto, en la medida en que el orden económico global 

neoliberal prospera gracias a una cultura política débil, el sistema mediático global también 

se beneficia de ello (McChesney, 2010, p. 209). 
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Uno de los problemas con las teorías del neoliberalismo es que la retórica en torno a su uso a 

menudo ha ido mucho más allá de la evidencia empírica que respalda los desarrollos de políticas 

con los que se presume que está asociado. Por ejemplo, el argumento de que los últimos 30 años 

se han asociado con una reducción del tamaño y el papel del Estado-nación no está respaldado por 

la evidencia: un estudio de 13 países realizado por la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos entre 1980 y 2009 reveló que la proporción del gasto público durante ese 

período había aumentado del 43,8 % en 1980 al 47,7 % en 2009, si bien con una variación 

considerable entre las economías de la OCDE analizadas (citado en Flew, 2014b). Al mismo tiempo, 

el término neoliberalismo ha adquirido tal elasticidad definitoria que resulta difícil probar o refutar 

su influencia, ya que a menudo se trata como «un fenómeno que se manifiesta en todas partes y en 

todo» (Gamble, 2000, p. 134), lo que significa que «corre el riesgo de ser utilizado para referirse a 

casi cualquier proceso político, económico, social o cultural asociado con el capitalismo 

contemporáneo» (Nonini, 2008, p. 149), perdiendo así precisión como categoría analítica. 

Si el neoliberalismo se asocia con la globalización económica, como ideología del capitalismo global 

en una era en la que se presume que las corporaciones transnacionales dependen menos de las 

técnicas de gestión de la demanda aplicadas a las economías nacionales (p. ej., Harvey, 2005; 

Overbeek y van Appledoorn, 2012), entonces cabría presumir que se estaría produciendo cierto 

grado de convergencia política. Sin embargo, persisten diferencias importantes entre los sistemas 

mediáticos nacionales, de modo que la distinción de Hallin y Mancini (2004) entre los sistemas 

euroamericanos, basada en si son liberales, democrático-corporativistas o políticamente 

polarizados y paternalistas, sigue siendo válida, incluso en el contexto no solo de los medios 

globales, sino también de las directivas de la Unión Europea para promover la armonización 

regulatoria (véase Michalis, capítulo 8, en este volumen). En regiones con historias mediáticas 

altamente divergentes, como Asia, estas diferencias son aún más marcadas: hay muy pocas 

tendencias hacia la convergencia de políticas en países como China, Japón e India, por tomar el caso 

de los tres países más grandes de la región, ya que existen historias, estructuras políticas, 

formaciones institucionales y culturas nacionales muy diferentes. Se pueden hacer puntos similares 

sobre América Latina (véase Waisbord, capítulo 3, y Matos, capítulo 10, en este volumen), Rusia y 

muchas otras partes del mundo. 

En la medida en que los países BRICS han emergido como un contrapunto intelectual al «Consenso 

de Washington», encontramos que incluso en la interpretación más parsimoniosa del 

neoliberalismo, como «formas de pensamiento y... prácticas y políticas relacionadas con la 

construcción de relaciones de mercado y similares» (Dean, citado en Flew, 2014, p. 51), no está claro 

que el neoliberalismo tenga una influencia más hegemónica en las políticas públicas que, por 

ejemplo, el nacionalismo o el capitalismo de Estado. Coe et al. (2007, pp. 202-210) sugieren que se 

pueden identificar seis formaciones ideales del Estado-nación moderno: Estados neoliberales; 

Estados de bienestar; Estados desarrollistas; Estados transicionales o poscomunistas; Estados 

dependientes y Estados fallidos. Se podría agregar claramente a esta lista: ¿es China poscomunista, 

socialista de mercado o capitalista de Estado, por ejemplo? ¿Qué forma de Estado ha surgido en la 

Rusia de Vladimir Putin? La cuestión más amplia es que no existe un movimiento global que se aleje 

de un tipo de Estado (capitalismo de bienestar) hacia otra forma de Estado (neoliberal). Si bien se 
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puede argumentar que el neoliberalismo proporciona un marco plausible para comprender las 

tendencias en la formulación de políticas en países como Estados Unidos y el Reino Unido —lo cual 

es ciertamente debatible—, el concepto se ha extendido excesivamente al afirmar que ahora es la 

fuerza dominante que configura las políticas mediáticas en todo el mundo. 

Las explicaciones de la evolución de las políticas públicas en términos de la implementación de 

ideologías neoliberales por parte de las agencias estatales presentan, en última instancia, tres 

problemas interrelacionados (Barnett, 2010; Flew, 2014b). El primero es que el método es 

ideacional, en el sentido de que se presenta un conjunto de ideas (asociadas en particular con 

economistas como Hayek, Friedman, las escuelas de economía de Chicago y Virginia), que luego se 

presume que son implementadas de forma más o menos directa por las agencias estatales que 

actúan en interés de las clases dominantes. Los debates sobre las estrategias de los actores políticos 

y las complejidades de la formulación de políticas y las instituciones estatales desaparecen en gran 

medida de estos análisis, salvo en la medida en que los críticos se presentan como contribuyentes 

a la resistencia popular a las ideologías neoliberales. Como resultado, se observa una recurrente 

omisión a la hora de considerar adecuadamente «las formas institucionales y organizativas que 

configuran la acción política» y «cómo las formas distintivas de la política democrática 

contemporánea configuran las vías de desarrollo económico y acumulación de capital» (Barnett, 

2010, p. 285). 

En segundo lugar, las instituciones suelen concebirse, en gran medida, como las formas 

instrumentales a través de las cuales se implementan las ideologías neoliberales. Junto con la visión 

conexa de que los mercados son, en gran medida, una construcción ideológica que no se ajusta a 

las realidades económicas, esto deja a las teorías del neoliberalismo «crónicamente limitadas en su 

capacidad para reflexionar seriamente sobre cuestiones de diseño institucional, organización 

política y coordinación económica» (Barnett, 2010, p. 276). Esta tendencia a concebir las 

instituciones y los mercados como instrumentos de la dominación de clase o como una forma de 

cobertura ideológica para el ejercicio real del poder se ve reforzada por la inclinación a rechazar a 

aquellos economistas que consideran las cuestiones de elección, motivación, coordinación 

institucional, etc., como poco más que ideólogos burgueses que sirven para legitimar el 

neoliberalismo. Algunos teóricos de los estudios culturales se han vuelto conscientes del peligro 

resultante de clasificar algunas formas de conocimiento como inherentemente "malas". Larry 

Grossberg ha expresado su preocupación por que «la aparente incapacidad o falta de voluntad para 

criticar la economía como conocimiento útil desde cualquier posición que no sea radicalmente 

externa produce una desconexión extrema entre la crítica sociocultural y el mundo de la economía» 

(Grossberg, 2010, p. 107). 

Finalmente, las teorías críticas del neoliberalismo giran en torno a lo que Barnett (2010, p. 275) 

denomina «un marco normativo preconstruido de [...] binarismos conceptuales y morales: mercado 

versus Estado; público versus privado; consumidor versus ciudadano; libertad versus igualdad; 

utilidad individual versus solidaridad colectiva; egoísmo interesado versus altruismo orientado hacia 

los demás». La posibilidad de que los responsables políticos deban involucrarse en ambos lados de 

estas divisiones —para concebir al público como consumidores y ciudadanos, o para promover 

intereses económicos privados y asegurar la provisión de bienes públicos, por ejemplo— queda 
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conceptualmente descartada por las oposiciones binarias que se construyen entre las ideas 

neoliberales y quienes se oponen a ellas. Esto a pesar de que la literatura actual sobre políticas 

públicas se centra extensamente en cómo lograr tales equilibrios, junto con otros objetivos como 

lograr una buena relación calidad-precio o garantizar una toma de decisiones transparente, como 

documentan, por ejemplo, Lunt y Livingstone en su relato de la formulación de políticas de medios 

del Reino Unido en la década de 2000 tras la creación de Ofcom como regulador de medios para el 

«ciudadano-consumidor» (Lunt y Livingstone, 2010). 

 

Convergencia mediática y divergencia regulatoria 

He argumentado que el impacto de la globalización y la influencia del neoliberalismo en las políticas 

de medios puede sobreestimarse. Al mismo tiempo, podemos reconocer que existen importantes 

impulsores del cambio, asociados a factores tecnológicos, económicos y culturales, que obligan a 

los responsables políticos de todo el mundo a replantear elementos de las leyes, políticas y 

regulaciones de medios. En términos generales, se han identificado los siguientes seis factores como 

impulsores del cambio: 

1. Identificación de los actores relevantes de la industria de los medios, dado que la relación entre 

dispositivos, plataformas, servicios y contenido se está volviendo cada vez más difusa. El auge de 

gigantes de los "nuevos medios" como Google y Apple plantea nuevas preguntas sobre su relación 

con las regulaciones de los medios, como las normas de propiedad y contenido, que se basan en 

compartimentos estancos establecidos en la industria de los medios; 

2. La cuestión de la paridad regulatoria entre los "viejos medios", como la radiodifusión, a menudo 

con sede en los Estados-nación y las plataformas y servicios de "nuevos medios" desterritorializados, 

como YouTube y los servicios de televisión por protocolo de Internet (IPTV);  

3. La cuestión del tratamiento equivalente del contenido mediático en distintas plataformas, dado 

que el contenido digital ahora se mueve fácilmente entre la prensa impresa, la radiodifusión y la red 

y se puede acceder a él desde múltiples dispositivos; 

4. El umbral de influencia del contenido mediático y sus proveedores (es decir, cuándo los medios 

alcanzan la "capacidad suficiente" para que la regulación sea adecuada) en vista del rápido 

crecimiento del contenido creado por los usuarios y las plataformas de distribución en línea a 

pequeña escala (por ejemplo, blogs, alojamiento de vídeos en línea); 

5. La aplicabilidad de las disposiciones sobre "libertad de expresión" y la diferencia entre "contenido 

mediático" y comunicación personal, ya que las distinciones entre los modos de comunicación se 

difuminan en el contexto de la convergencia mediática; 

6. La evolución de los límites entre la economía mediática "formal" y las prácticas mediáticas 

"informales", que abarcan desde las actividades de intercambio hasta la reutilización de contenidos 

y la piratería a escala industrial, y los desafíos para desarrollar respuestas jurídicas y políticas a la 

economía mediática informal (Lobato y Thomas, 2015). 
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A veces se asume que la implicación de estos cambios es que la política de medios debe avanzar en 

general hacia la desregulación o hacia una presencia sustancialmente reducida de los reguladores 

estatales en relación con las industrias y el contenido mediático. Existe un paralelismo entre lo que 

he denominado en otros trabajos las teorías «lapsarias» y «libertarias» de la regulación de los 

medios (Flew, 2012). Como se mencionó anteriormente, las teorías «lapsarias» ven la era actual del 

neoliberalismo global como un declive y caída respecto a la «Edad de Oro» previa del capitalismo 

regulatorio, mientras que las teorías libertarias (p. ej., Berg, 2012) argumentan que las regulaciones 

de los medios se han basado en un paradigma de escasez mediática que ya no es relevante en una 

era de abundancia mediática, libre acceso a múltiples fuentes de noticias e información y contenido 

creado por usuarios que coexiste con contenido mediático profesional. 

La asociación de la internet global con la libertad de prensa y la transición de los estados reguladores 

a usuarios en línea empoderados siempre ha tenido que reconocer una serie de «casos especiales». 

Los estudios sobre el filtrado de internet han tenido que admitir que una mayor proporción de la 

población mundial de internet accede a una red donde cierto nivel de contenido es filtrado por sus 

gobiernos nacionales que quienes no lo hacen (Deibert et al., 2008). Esta divergencia ha seguido 

creciendo, ya que las poblaciones usuarias de internet con mayor crecimiento se encuentran en 

países como China y regiones como Oriente Medio y el Norte de África. Además, la regulación no se 

ha limitado a la censura, sino que se ha desarrollado en torno a una compleja serie de permisos y 

prohibiciones que suelen implicar que los propios proveedores de servicios de internet (ISP) 

gestionen qué es accesible y qué no. En Arabia Saudita, por ejemplo, la versión en línea de Sports 

Illustrated es fácilmente accesible, pero existen restricciones de acceso al famoso «problema del 

traje de baño». La normativa sobre el contenido de internet en China cambia casi a diario, lo que 

significa que los ISP deben estar conectados con los organismos reguladores para garantizar su 

legalidad, lo que refuerza aún más los mecanismos de control al descentralizarlos. Esto no quiere 

decir que los usuarios de Internet no subviertan regularmente dichos controles en esos países, pero 

sí hay que destacar que la regulación de los contenidos de los medios de comunicación, de una u 

otra forma, sigue siendo muy importante. 

Dos aspectos de Internet se han vuelto cada vez más evidentes desde que Lawrence Lessig, en Code 

2.0 (2006), los destacó. En primer lugar, a medida que Internet se convertía en un medio de 

comunicación masivo, las expectativas de cierto grado de regulación aumentarían, en particular al 

adquirir mayor relevancia para los negocios, la vida social y las familias. Esto no solo implicaría 

demandas a los gobiernos para que regularan los espacios en línea, sino que una mayor gestión 

general de los mismos sería «exigida por los usuarios e implementada por el comercio» (Lessig, 

2006, p. 38). En segundo lugar, Internet no es un espacio no regulado, ni mucho menos irregulable, 

sino una red sociotécnica ya regulada a nivel de código y arquitectura, o de las configuraciones 

particulares de hardware y software que permiten la comunicación digital y la transmisión de 

información a través de sus redes. Además, las corporaciones que gestionan el acceso a las 

plataformas y servicios de Internet regulan estos flujos de diversas maneras para que exista una 

arquitectura gestionada de participación. Si bien algunos usuarios pueden eludirlos, la rentabilidad 

de las empresas que operan en el espacio de Internet se basaría en el supuesto de que la mayoría 

de los usuarios aceptan cierta regulación de conducta como contrapartida para facilitar el uso 
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general de Internet. El crecimiento de servicios de redes sociales como Facebook y Twitter, así como 

el mayor uso de aplicaciones a las que se accede desde dispositivos móviles y portátiles, casi con 

certeza han incrementado las dimensiones de "jardín amurallado" de Internet para la mayoría de 

los usuarios (Zittrain, 2008). 

Es evidente, entonces, que la dicotomía regulación/desregulación ya no capta las complejidades de 

la gobernanza de Internet, ni de la política de medios en general¹. Sin embargo, las respuestas 

políticas a menudo han sido fragmentadas y ad hoc, caracterizadas por lo que Francois Bar y 

Christian Sandvig (2008, p. 531) denominaron "adaptación gradual de normas anteriores en lugar 

de un rediseño fundamental del régimen de políticas". Durante la década de 2010, se han llevado a 

cabo una serie de consultas públicas en diferentes partes del mundo, incluyendo la Revisión de 

Convergencia en Australia (DBCDE, 2012), la Revisión de Convergencia de Medios en Singapur (MDA, 

2012) y la revisión de la Ley de Comunicaciones en el Reino Unido, que han buscado sentar nuevas 

bases para una política y regulación convergente de medios. En dichas consultas, existe una 

aceptación general de la observación de la Autoridad Australiana de Comunicaciones y Medios 

(ACMA) de que «la regulación construida sobre la premisa de que el contenido podría (y debería) 

ser controlado por cómo se distribuye está perdiendo su fuerza, tanto en la lógica como en la 

práctica» (ACMA, 2011a, p. 6). 

La cuestión de cómo revisar la política de medios a la luz de estos acontecimientos y las políticas de 

cambio regulatorio sigue siendo muy controvertida. Las recomendaciones de la Revisión de 

Convergencia Australiana de 2012 no fueron adoptadas por un nuevo gobierno, ya que se consideró 

que imponían nuevas formas inapropiadas de regulación a los reproductores de medios, a pesar de 

que los autores del Informe Final vieron su propio enfoque como ampliamente desregulatorio, 

creyendo que "el desarrollo de la economía digital debe ser liderado por el mercado", y que "una 

respuesta regulatoria debe utilizarse solo cuando hay un problema identificado que requiere 

intervención" (DBCDE, 2012, p. 3). Los cambios más sustanciales en la arquitectura de la gobernanza 

de los medios, como involucrar a los usuarios de forma más directa, así como a los proveedores de 

servicios de contenido (p. ej., Crawford y Lumby, 2013), siguen siendo difíciles de promover 

políticamente, ya que existen desafíos continuos en traducir las revisiones de políticas de medios 

enmarcadas por cuestiones de convergencia en una reforma legislativa duradera. 

 

Conclusión 

En este capítulo he refutado las afirmaciones de que el Estado-nación es menos relevante para la 

política de medios hoy que antes. Se ha observado que estas afirmaciones suelen presentarse en 

tres variantes: (1) el argumento de que la globalización ha desplazado el centro del poder del nivel 

nacional al global; (2) la afirmación de que el neoliberalismo como ideología política ha debilitado 

las capacidades del Estado-nación; y (3) la proposición de que la abundancia de medios y el auge de 

Internet han desplazado las preferencias individuales de la regulación, como ocurría en la era de la 

escasez de medios, hacia la elección del consumidor en una era de abundancia de medios. Lo que sí 

encontramos es un desfasaje significativo entre los cambios tecnológicos asociados a la 

convergencia de medios y la capacidad de los reguladores y legisladores para responder a dichos 
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desarrollos con nuevos enfoques de política de medios que se ajusten mejor a este entorno 

mediático transformado. La adaptación a estos cambios también plantea interrogantes sobre la 

cambiante relación entre los organismos estatales y diversos actores no estatales, desde las 

plataformas y proveedores de servicios mediáticos globales hasta las propias comunidades de 

usuarios, y la probabilidad de que las respuestas varíen sustancialmente entre los diferentes 

sistemas mediáticos nacionales. Lo que no hemos visto hasta ahora es una convergencia en las 

políticas de medios, similar a la convergencia a nivel de tecnologías, industrias, contenido y servicios 

mediáticos. 

 

Nota 

1. Un problema adicional es que una cantidad significativa de contenido y tráfico mediático en línea 

está asociada a corporaciones mediáticas consolidadas. Por ejemplo, el contenido televisivo en 

streaming proporcionado por cadenas comerciales y emisoras públicas representa una proporción 

muy significativa del vídeo al que se accede en línea. Un estudio de la ACMA concluyó que, para los 

consumidores australianos de medios, la percepción de la "marca" era al menos tan importante 

como la plataforma a la hora de decidir qué contenido debería estar disponible de forma gratuita o 

restringida en línea. Por ejemplo, opinaron que el sitio web de la Australian Broadcasting 

Corporation (la principal emisora pública nacional de Australia) debería estar sujeto a regulaciones 

de contenido más estrictas que las que se aplicarían al contenido subido a un sitio de intercambio 

de contenido como YouTube o Vimeo (ACMA, 2011b). 
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